

SENTENCIA NÚMERO: CINCUENTA Y UNO
En la ciudad de Córdoba, a los trece días del mes de abril de dos mil dieciséis, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CACERES, MARTÍN PABLO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - ILEGITIMIDAD - RECURSOS DE APELACIÓN" (Expte. N° 1393119), con motivo de los recursos de apelación interpuestos por el tercero coadyuvante (fs. 146) y la parte demandada (fs. 147), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Son procedentes los recursos de apelación interpuestos?
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores  Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y María Marta Cáceres de Bollati.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1.- A fs. 146 y 147 el tercero coadyuvante y la parte demandada, respectivamente, interponen recursos de apelación en contra de la Sentencia Número Ciento cincuenta, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintinueve de octubre de dos mil trece (fs. 123/145), mediante la cual se resolvió: "1.- Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad interpuesta por Martín Pablo Cáceres en contra de la Provincia de Córdoba y en consecuencia anular los decretos nros. 2552/11 y 655/11. 2.- Disponer la publicación por un día de la parte resolutiva de este pronunciamiento, por cuenta de la demandada, en el Boletín Oficial. 3.- Notificar, por Secretaría, la parte resolutiva de este pronunciamiento al Sr. Fiscal de Estado. 4.- Imponer las costas del juicio a la demandada vencida…"

2.- Concedidos los recursos de apelación por Auto Número Quinientos seis de fecha doce de noviembre de dos mil trece (fs. 149 y vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 154).


3.- Posteriormente, se dispone correr traslado por su orden a los apelantes para que expresen los agravios que les irroga el decisorio de la Cámara a quo (fs. 155), quienes lo evacuan a fs. 156/161 la parte demandada y fs. 165/174 el tercero coadyuvante, solicitando su revocación con costas, a tenor de las razones que a continuación se reseñan.


3.1.- RECURSO DE APELACIÓN DE LA PARTE DEMANDADA:
La parte demandada esgrime que le agravia la sentencia por cuanto los actos administrativos impugnados fueron dictados con respeto a la legislación vigente. Sostiene que el fallo atacado es contradictorio y carente de fundamentación.

Acusa que surge de la prueba aportada en autos la plena validez de los actos cuestionados.
Señala que el actor no resultó ganador del concurso, aun cuando se lo haya posicionado durante su trámite como primero en el orden de mérito. Advierte que la falta de información indujo al Tribunal de Concurso a cometer errores en su conceptualización. Agrega que el accionante suscribió la declaración jurada por la que manifestaba conocer y respetar la normativa aplicable pese a lo cual, faltó a la verdad en sus dichos y en las constancias proporcionadas a los efectos de su puntuación.


Postula que, conforme se desprende del informe del Subsecretario de Transporte, el demandante nunca acompañó la documentación necesaria para acreditar que había estado a cargo del Sector Pases de Discapacitados y Pasajes Oficiales. Manifiesta que ello fue advertido por el órgano encargado de controlar la legalidad del procedimiento administrativo, esto es, por la Fiscalía de Estado.


Razona que lo determinado por el Tribunal del Concurso no es definitivo ya que, de lo contrario, se pregunta para qué intervendría Fiscalía de Estado. Afirma que quien designa en el cargo concursado es el Poder Ejecutivo, previa verificación de que el procedimiento administrativo fue ajustado a derecho.


Apunta que al haberse violado la normativa del concurso, el orden de mérito perdió virtualidad jurídica. Sostiene que no se le restaron puntos, sino que el actor -por expresa violación de la normativa- quedó sin posibilidad alguna para concursar, por lo que al encontrarse descalificado, se designó al Señor Castellano.


Destaca que el dictamen del Tribunal del Concurso no fue hecho en minoría, sino por el único miembro que cumplió su obligación. Señala que Fiscalía de Estado, ante las posibles irregularidades detectadas, requirió la aclaración respectiva y que dos de los miembros del Tribunal no se pronunciaron respecto de lo solicitado por complicaciones laborales y de salud. Añade que quien asumió el rol encomendado dictaminó en términos potenciales los alcances de la medida que el órgano de control podía adoptar en ejercicio de potestades propias.

Hace presente que la Fiscalía de Estado no adhirió al dictamen unilateral del Tribunal de Concurso. Plantea que al haber uno de los participantes violado la normativa, se dejó al criterio de aquélla, la posible modificación del orden de mérito. Cita jurisprudencia y doctrina.


Acota que la Sentenciante omitió considerar su postura e ignoró por completo uno de los argumentos vertidos por su parte, como así también la prueba incorporada en la etapa procesal oportuna, lo que la colocó en un estado de desventaja jurídica con relación a la contraria.

Pone de manifiesto que las graves y relevantes deficiencias de la sentencia la invalidan y la tornan sin fundamentación o con sustento en afirmaciones dogmáticas. Añade que los Jueces se arrogaron el papel de Legisladores y que se prescindió de elementos de prueba trascendentes para la justa resolución de la causa.


Observa que la Cámara se apartó de los términos de la litis, y de lo alegado y probado en autos por las partes, lo que quebró el equilibrio procesal. Insiste en la validez de los actos impugnados.


Hace reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).

3.2.- RECURSO DE APELACIÓN DEL TERCERO COADYUVANTE:
Denuncia el tercero coadyuvante que la Cámara desoyó los fundamentos expuestos en defensa de los actos atacados y que nada dijo respecto a los argumentos por los cuales fue designado en el cargo concursado.
Relata que las actuaciones preparatorias de la voluntad final de la Administración dejaron claro que: a) Oportunamente cuestionó el orden de mérito que elaboró el Tribunal de Concurso, lo que motivó que la Fiscalía de Estado -en cumplimiento de su deber de velar por la legalidad administrativa- requiriera a aquél un informe y dictamen al respecto; b) Si bien el Tribunal de Concurso se declaró incompetente para revisar los puntajes en todo lo que fuera más allá del examen escrito y la Comisión Laboral también eludió pronunciarse, llegadas las actuaciones a la Subsecretaría de Transporte, el Contador Edgar René Pérez -autoridad a cargo de dicha repartición y miembro del mencionado Tribunal- asumió la tarea encomendada; c) Los argumentos por los cuales dicho miembro se pronunció a favor de la modificación del orden de mérito, fueron luego compartidos por el Fiscal de Estado en su dictamen; d) La irregularidad más grave del concurso fue la declaración jurada del actor que motivó la confusión del Tribunal de Concurso, error que fue subsanado a tiempo por la oportuna intervención de Fiscalía de Estado y e) Frente a lo informado por el miembro del Tribunal de Concurso que se expidió y al posterior dictamen del órgano de control, el Poder Ejecutivo tomó la única decisión permitida por el ordenamiento jurídico, esto es, cubrir la vacante con aquel postulante que acreditó la mayor idoneidad.
Continúa que el procedimiento del concurso se llevó a cabo en todas sus etapas, con las garantías de imparcialidad y objetividad preestablecidas, y con plena vigencia del debido proceso adjetivo.

Puntualiza que la Cámara omitió considerar que, una vez subsanado el error originario, la Administración reencauzó el procedimiento y designó a quien quedaba con el máximo puntaje en el concurso.

Recuerda que la nulidad de un acto administrativo es un remedio legal extremo, que no puede declararse sin la previa acreditación de la existencia de un menoscabo concreto de los derechos de quien la pide. Acusa que el pronunciamiento atacado implica una nulidad por la nulidad misma.

Considera que, aun cuando el Tribunal de Concurso no confeccionó formalmente un segundo orden de mérito, no se produjo un menoscabo a los derechos del actor, quien contó con todas las garantías y los derechos que le reconoce el ordenamiento para demostrar que no era falsa su declaración jurada. Cita jurisprudencia.

Mantiene la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).


4.- A fs. 175 se dispone correr traslado por su orden de los recursos interpuestos a las partes actora y demandada, quienes lo evacuan a fs. 176/178 y 180/181, respectivamente, peticionando su rechazo la primera y su admisión la segunda, en ambos casos con imposición de costas.


5.- A fs. 182 se corre traslado al tercero coadyuvante del recurso de la demandada, quien lo evacua a fs. 185/186, peticionando se revoque la sentencia impugnada, con costas.


6.- A fs. 187 se corrió traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, quien se expidió a favor de la procedencia de ambos recursos (Dictamen CA N° 875 del 23 de septiembre de 2014, fs. 188/190).
7.- A fs. 191 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 193/195), deja la causa en estado de ser resuelta.


8.- En forma liminar, debe destacarse que los recursos bajo análisis han sido oportunamente interpuestos, por partes legitimadas y en contra de una sentencia definitiva (art. 43 inc. b) del C.P.C.A.), razón por la cual corresponde su tratamiento.


9.- La decisión de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.
10.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito hizo lugar a la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad incoada por el Señor Martín Pablo Cáceres en contra de la Provincia de Córdoba y anuló el Decreto Número 655 (cfr. fs. 18/19vta.) dictado por el Poder Ejecutivo provincial con fecha cuatro de mayo de dos mil once -que designó a partir de la fecha de su dictado al Señor Fernando Castellano en el cargo vacante de Jefe de Área de Inclusión Social en Transporte de la Subsecretaría de Transporte del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, por haber obtenido el primer lugar en el orden de mérito correspondiente al concurso de títulos, antecedentes y oposición convocado por el Decreto Número 888/2010, en los términos del artículo 14, Punto II.B) de la Ley 9631-, y su confirmatorio, el Decreto Número 2552 dictado por la misma autoridad con fecha seis de diciembre de dos mil once (cfr. fs. 26 y vta.). Asimismo, dispuso la publicación por un (1) día de la parte resolutiva de dicho pronunciamiento, por cuenta de la demandada, en el Boletín Oficial, y la notificación de la parte resolutiva de la sentencia al Señor Fiscal de Estado, con costas a la vencida.

En contra de tal decisorio interpusieron recurso de apelación la parte demanda y el tercero coadyuvante quienes defienden en sus impugnaciones la legalidad de los actos administrativos cuestionados.
11.- Con relación a la acción contencioso-administrativa de ilegitimidad presentada en autos es dable señalar que tiene por objeto tutelar un interés legítimo y preservar el carácter general y abstracto de las normas aplicables.

Como enseña la doctrina, la distinción entre el derecho subjetivo y el interés legítimo se advierte especialmente con toda claridad a partir de la tesis desarrollada por Guicciardi entre normas de relación y normas de acción. En tanto las primeras "... han sido dictadas para garantizar y tutelar directamente determinadas situaciones individuales, que, de esta forma, alcanzan la categoría de derechos subjetivos...", las normas de acción son las que regulan la organización y el procedimiento "... y han sido dictadas para tutela del interés público..." (Giucciardi, La Giustizia amministrativa, 2° Ed., págs. 8 a 15, citado por Garrido Falla, Fernando, "Tratado de Derecho Administrativo", Volumen III, La Justicia Administrativa, Instituto de Estudios Políticos, Madrid 1963, pág. 29, Nota 5 y Sent. Nro. 57/2001 "Irusta, Olga Marcela c/…).

Por consiguiente, en los casos en los que la acción contencioso administrativa ejercida es la de ilegitimidad o anulación, su finalidad preeminente consiste en la observancia del derecho objetivo, esto es, la defensa de la norma establecida. Por ello, la sentencia que en su consecuencia se dicte a instancia de quien ostenta sólo un interés legítimo, es meramente declarativa, esto es, circunscripta a anular el acto cuya ilegalidad ha sido comprobada (art. 39 de la Ley 7182 y doctrina de la Sala en Sent. Nro. 11/1994 "Moreno, José Enrique c/...").

De allí que, en esta instancia extraordinaria, ha menester determinar si el decisorio impugnado trasunta una derivación razonada de los preceptos constitucionales y normativos vigentes, verificando en concreto, si el Tribunal a quo ha inobservado o erróneamente aplicado la ley sustantiva que atrapa al caso.

12.- En orden a la normativa aplicable en el caso, cabe señalar que la Constitución Provincial en su artículo 144 establece que el Señor Gobernador tiene, entre otras, las siguientes atribuciones: "Nombra y remueve por sí solo a los Ministros, funcionarios y agentes de la Administración cuyo nombramiento no esté acordado a otra autoridad, o la facultad haya sido delegada, con sujeción a esta Constitución y a las leyes, y con acuerdo de la Legislatura en los casos previstos por aquélla" (inciso 10) y "Organiza la Administración Pública, sobre la base de los principios consagrados en el artículo 174 y puede delegar en forma expresa y delimitada, con arreglo a la ley, determinadas funciones administrativas, las que puede reasumir en cualquier momento" (inciso 18, subrayado agregado).
El artículo 174, por su parte, establece: "La Administración Pública debe estar dirigida a satisfacer las necesidades de la comunidad con eficacia, eficiencia, economicidad y oportunidad, para lo cual busca armonizar los principios de centralización normativa, descentralización territorial, desconcentración operativa, jerarquía, coordinación, imparcialidad, sujeción al orden jurídico y publicidad de normas y actos. El ingreso a la Administración Pública se hace por idoneidad, con criterio objetivo en base a concurso público de los aspirantes, que asegure la igualdad de oportunidades. La ley establece las condiciones de dicho concurso, y los cargos en los que por la naturaleza de las funciones, deba prescindirse de aquél".

Por otro lado, el Escalafón para el Personal de la Administración Pública Provincial    -Ley 9361- regula en el Capítulo VII la cobertura de vacantes en dicho ámbito, disponiendo en el artículo 14 B) que la cobertura de los cargos de Jefatura de Área, Sub-Direcciones de Jurisdicción y Direcciones de Jurisdicción "…se realizará por concurso abierto a todo ciudadano argentino, sin otras limitaciones que las que impone la Constitución Provincial y la Ley N° 7233. El concurso deberá respetar lo normado en los artículos 15, 16, 17, 18 y 19 de la presente Ley".

Conforme el artículo 15 ib., una vez producida la vacante, el titular de la jurisdicción deberá hacer el llamado para su cobertura en un plazo no mayor a los sesenta (60) días.

A continuación, el artículo 16 ib. dispone: "Autoridad de Aplicación. Comisión Laboral de Concurso y Promoción. El Ministro o titular de cada jurisdicción, será Autoridad de Aplicación del proceso administrativo de los concursos mediante los cuales se deben cubrir las vacantes producidas. Los concursos serán instrumentados por la Gerencia de Recursos Humanos o su equivalente en cada jurisdicción. La Comisión Laboral de Concurso y Promoción, que se constituirá en cada jurisdicción, será la encargada de designar los integrantes del Tribunal de Concurso y aprobar las condiciones generales de cada convocatoria. Debe prever representación, a través de un (1) titular y un (1) suplente, de los niveles directivos, de conducción y de la entidad gremial reconocida por la Ley N° 7233 que, a la fecha de sanción de la presente Ley, son el Sindicato de Empleados Públicos -SEP- y la Unión del Personal Superior de la Administración Pública Provincial -UPS-, cuya participación se ajustará al siguiente detalle: a) Concurso para ingreso, promoción o cargo de supervisión: el Sindicato de Empleados Públicos -SEP-; b) Concurso para Jefe de Sección y Jefe de División: el Sindicato de Empleados Públicos -SEP- y la Unión del Personal Superior de la Administración Pública Provincial -UPS-, y c) Concurso para Jefe de Departamento, Jefe de Área, Sub-Director de Jurisdicción y Director de Jurisdicción: la Unión del Personal Superior de la Administración Pública Provincial -UPS-".
El artículo 17 ib. fija entre las funciones del Tribunal de Concurso las de "… a) Estudiar y analizar los títulos, méritos y antecedentes de los concursantes eliminando -en forma fundada-, aquella documentación que no se ajuste a los requisitos exigidos y ejercer las funciones de Tribunal Examinador en la prueba de conocimiento cuando corresponda; b) Calificar a los concursantes con el puntaje correspondiente. La calificación se realizará conforme al puntaje que se establezca en la convocatoria, y c) Elevar a la Dirección General de Recursos Humanos, dentro de los treinta (30) días corridos de cerrado el concurso, el resultado del mismo en orden decreciente, mediante nómina completa con el puntaje obtenido por cada uno de los concursantes".
El artículo 18 ib. regula el procedimiento de convocatoria y el artículo 19 ib. las pautas de puntaje a los concursantes.

Según establece el artículo 21 ib. (Adjudicación del cargo): "El cargo vacante se adjudicará al agente que haya obtenido la mayor calificación. En caso de igualdad, al que haya obtenido mayor puntaje en la sumatoria de los incisos b) -Antecedentes-, d) -Oposición- y e) -Entrevista Personal- del artículo 19 de la presente Ley. De persistir la igualdad de puntaje, se adjudicará el cargo al agente teniendo en cuenta el siguiente orden de prioridad: a) El agente que reviste en la mayor categoría escalafonaria, y b) El agente con mayor antigüedad en la Administración Pública Provincial".
Finalmente, el artículo 22 ib. (Carácter de las designaciones): establece que: "En los cargos de Supervisión, Jefe de Sección, Jefe de División, Jefe de Departamento y Jefe de Área, las designaciones se realizarán con carácter permanente. Será obligación de los agentes cumplimentar los programas de capacitación y actualización que el Gobierno Provincial, a su cargo y a través de los organismos pertinentes, determine para todos los agentes de Supervisión y de Personal Superior...".
Por último, el Poder Ejecutivo provincial dictó el Decreto Número 888/2010 cuyo artículo 1 dispuso el llamado a concurso de títulos, antecedentes y oposición, en los términos del artículo 14, Punto II B) de la Ley 9361, para cubrir los cargos vacantes de Director de Jurisdicción, Subdirector de Jurisdicción y Jefe de Área de la Estructura Orgánica de la Administración Pública Provincial, aprobada por Decreto Número 16/2010 y sus modificatorios, que se nominaron en su Anexo I, entre los cuales se menciona el cargo: "464. Jefatura de Área de Inclusión Social en Transporte. Subsecretaría de Transporte. Ministerio de Obras y Servicios Públicos".

Asimismo, entre otras cuestiones, el mencionado decreto designa a la Dirección General de Personal dependiente de la Secretaria General de la Gobernación como órgano competente para: "a) Establecer las pautas generales a las que deberán ajustarse las bases de los concursos. b) Coordinar con todas las Jurisdicciones, a través de la Dirección de Recursos Humanos o su equivalente y con la Comisión Laboral de Concurso y Promoción de cada una de ellas, la determinación de un cronograma común y establecer criterios uniformes para las normas procedimentales que fueran menester para la realización de los concursos" (art. 2).
13.- Esclarecido el marco normativo aplicable, a los fines de dar respuesta a los agravios esgrimidos por los apelantes, resulta necesario efectuar las siguientes precisiones en orden a la cuestión fáctica de autos:

a) En el año dos mil diez se llevó a cabo el concurso para cubrir el cargo vacante de Jefe de Área de Inclusión Social en Transporte de la Subsecretaría de Transporte del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, al que se presentaron seis (6) postulantes (cfr. Expediente Número 0451-060330/2010).

b) A folios 105/108 del expediente administrativo citado obran las planillas de resumen de puntuación de los cuatro (4) participantes del concurso que completaron su examen, de donde surge que los dos primeros puestos fueron ocupados por el Señor Martín Pablo Cáceres con noventa y cinco (95) puntos y por el Señor Fernando Castellano con noventa y tres (93) puntos.

c) El Señor Fernando Castellano, con fecha veintidós de septiembre de dos mil diez, enterado del orden de mérito, solicitó tener acceso a su examen, que se le especificaran los criterios sostenidos por el Tribunal en la valoración (Punto I), que se discriminara el puntaje asignado a los distintos conceptos considerados (Punto II) y que se le permitiera tomar conocimiento de los mismos datos correspondientes al resto de los postulantes (Punto III). Según expuso, su pedido encontraba fundamento en la necesidad de evaluar los elementos y criterios que el Tribunal consideró al momento de calificar a los participantes y en la denuncia periodística referida a posibles irregularidades en el cargo concursado (cfr. fol. 1 y vta. de la Nota Número SST01-512892052-410 obrante como fol. 111 del expte. adm citado). Posteriormente, con fecha veintisiete de septiembre de dos mil diez, reiteró el pedido de información contenido en el Punto III a los miembros del Tribunal de Concurso (cfr. fol. 1 de la Nota SOP01-521157024-610, obrante al fol. 116 del expte. adm. citado).

d) Con fecha veintinueve de septiembre de dos mil diez, el Señor Castellano solicitó se rectificara el orden de mérito en cuestión, por existir elementos suficientes para modificarlo, con sólo considerar sus antecedentes. Asimismo, hizo presente que se había violado su derecho de defensa al no haberle facilitado las copias certificadas de la totalidad de los elementos que sirvieron para determinar los puntajes, formuló observaciones a su examen escrito y a los antecedentes computados, solicitó la suspensión de los términos e impugnó a Martín Cáceres -aspirante al cargo- por haber participado en otros concursos como miembro del Tribunal evaluador en representación de la Unión del Personal Superior (cfr. fols. 1/7 de la Nota Nro. SOP01-527974024-510 obrante al fol. 118 del expte. adm. citado). 


e) El Tribunal de Concurso, con fecha cuatro de octubre de dos mil diez, expuso como "Fundamentos del puntaje asignado a los ítems: evaluación de desempeño en el cargo que se concursa o similares" que: "Este Tribunal, a los efectos de evaluar la Idoneidad y Desempeño en el Cargo que se Concursa o en Cargos Similar de cada uno de los participantes, prestó especial atención al concepto que surge del Certificado extendido por Jefe Inmediato Superior y/o el Titular del Área, en lo concerniente a la calificación otorgada en el mismo como así también el tiempo que la persona haya ejercido el cargo o cargo similar y el grado de similitud entre cargo ejercido con el concursado si correspondiere" (sic, cfr. fol. 109 del expediente administrativo citado). Asimismo, en respuesta a las notas presentadas por el Señor Castellano, informó que ya se había cumplimentado lo solicitado en los Puntos I y II y que, con relación al Punto III, oportunamente y conforme a derecho se procedería a aportar lo peticionado (cfr. fs. 112 y 117 del expte. adm. citado).

f) Más tarde, el Tribunal de Concurso en respuesta a la presentación del Señor Castellano de fecha veintinueve de septiembre de dos mil diez, le solicitó que se notificara de la contestación de los puntos requeridos en cuanto a las observaciones del examen escrito y manifestó que carecía de competencia para pronunciarse con relación a los restantes puntos (cfr. fol. 119 del expte. adm. citado).

g) El primero de octubre de dos mil diez, el Señor Castellano reiteró su solicitud de suspensión de los plazos fijados para formular observaciones y su pedido de entrega de las copias de la totalidad de los antecedentes correspondientes a todos los postulantes al cargo (cfr. fol. 1 de la Nota Nro. MOP01-528538024-910, obrante al fol. 122 del expte. adm. citado), requerimiento este último que reitera con fecha seis de octubre del mismo año (cfr. fol. 1 de la Nota MOP01-539019024-810, obrante al fol. 125 del expte. adm. citado).

h) Al folio 136 del expediente administrativo citado obra el orden de mérito del Concurso Decreto 888/2010 de la Subsecretaría de Transporte, firmado por el Tribunal de Concurso, en el que figura el Señor Martín Pablo Cáceres con noventa y cinco (95) puntos, el Señor Fernando Castellano con noventa y tres (93) puntos, el Señor Gerardo Sebastián Arias con ochenta y dos (82) puntos y, finalmente, el Señor Juan P. Bracamonte con cincuenta y seis (56) puntos. Dicho orden de mérito es ratificado por el Tribunal de Concurso al folio 137 del expediente administrativo citado.
i) Al folio 2 del Expediente Administrativo Número 0451-060330/2010, obrante al folio 139 del expediente administrativo citado, la Comisión Laboral de Concurso y Promoción del Ministerio de Obras y Servicios Públicos (Decreto Nro. 888/2010) manifestó que no existía incompatibilidad del concursante Señor Martín Pablo Cáceres por haber formado parte como Tribunal en otra jurisdicción distinta a la concursada.

j) Con fecha veinticuatro de noviembre de dos mil diez, la Señora Fiscal de Estado Adjunta, entendió que, previo a dictaminar, correspondía que las actuaciones volvieran a la repartición de origen a los efectos de que el Tribunal de Concurso emitiera un dictamen acabadamente fundado respecto al puntaje asignado a los concursantes Martín Pablo Cáceres y Fernando Castellano por la evaluación de idoneidad y desempeño en cargo similar, ya que no surgía con claridad el criterio asumido por el evaluador. Igualmente, sostuvo que debería emitir su informe respecto a la valoración realizada con relación a los cursos de capacitación tanto afines como generales de idénticos postulantes, a los fines de fundamentar el puntaje asignado por dichos rubros a cada uno de ellos (cfr. fol. 140 del expte. adm. citado).
k) Al folio 141 obra nota de dos de los miembros del Tribunal de Concurso en el que manifiestan que: "En virtud de la solicitud realizada por Fiscalía de Estado a fs. 140, es necesaria la reunión de los tres componentes del tribunal designado para este concurso y por ello se intentó contactar telefónicamente al Sr. Rodolfo Álvarez (UPS) para concertar fecha, lugar y hora de la reunión de trabajo. Se pudo lograr contacto telefónico con el Sr. Alvarez y al imponerlo de la situación, manifestó que no se encontraba bien de salud, razón que le imposibilitaba movilizarse, pero que además su función ya había concluido y que se había expedido sobre el asunto, por lo que habiendo emitido su opinión no intervendría más en el tema. Ante ello, y las particularidades del caso, los dos miembros restantes del tribunal entendemos que deberá tomar intervención la Comisión Laboral del Ministerio como instancia superior y continuar las acciones que estime correspondan, para lo cual se gira el Expediente N° 0451-060330/2010…".

l) Con fecha diez de febrero de dos mil once, dos de los miembros de la Comisión Laboral del Ministerio de Obras y Servicios Públicos designados para los Concursos dispuestos por Decreto Número 888/2010, remitieron las actuaciones a la Subsecretaría de Transporte a los fines de que su titular expidiera informe dando respuesta al requerimiento formulado por Fiscalía de Estado (cfr. fol. 142 del expte. adm. citado).
m) El Subsecretario de Transporte, quien era miembro del Tribunal de Concurso, concluyó en su informe que: "En base a todo lo expuesto, reiterando que el Tribunal de Concurso se declaró incompetente para rever aquellos aspectos que escaparan al examen escrito (fs. 119), al dar respuesta a las observaciones formuladas por el concursante Castellano (folios únicos 118 y 122), y más allá de las consideraciones antes efectuadas, dejo a criterio de esa Fiscalía en caso de corresponder, la posible modificación del puntaje de resultar, a consecuencia de ello, el cambio en el orden de mérito que fuera propuesto" (cfr. fols. 143/147 del expte. adm. citado).

n) El Señor Fiscal de Estado, en el Dictamen Número 187 de fecha diecisiete de febrero de dos mil once, manifestó que: "… ante el requerimiento efectuado por esta Fiscalía de Estado mediante intervención de fs. 140, se pronuncia en minoría la referida autoridad concursal (fs. 143/147), en el sentido de la pertinencia de la modificación del puntaje asignado a los concursantes Martín Pablo Cáceres y Fernando Castellano y de la consecuente rectificación del Orden de Mérito, debiendo quedar en el primer lugar el último de los nombrados. No obstante resultar competencia exclusiva del Tribunal de Concurso, en esta instancia, la ponderación de los antecedentes y el puntaje asignado, señala quien suscribe su adhesión al citado dictamen emitido en minoría por ese órgano, por considerarlo ajustado a derecho. Desde la perspectiva de esta entidad a cargo del control de la legalidad administrativa del Estado, el estudio de una iniciativa como la que nos ocupa sólo supone la verificación de los imperativos o condicionantes de origen legal, sin entrar a considerar sus demás aspectos, que en cuanto tales exceden las atribuciones de esta Fiscalía de Estado (art. 150 de la Constitución Provincial y art. 1 corr. y conc. de la ley N° 7854 y decreto reglamentario N° 782/90). De igual manera, el mérito del asunto (necesidad, oportunidad y conveniencia) resulta ajeno al presente análisis. En ese marco, podrá el Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades atribuidas por el art. 144 inc. 10 de la Constitución provincial y art. 18 de la Ley N° 8575, con sujeción a las previsiones de los arts. 14 de la Ley N° 7233 y 21 y 22 de la Ley N° 9361 proceder al dictado del decreto que concrete la gestión propiciada, y en su caso, con la oportuna acreditación y/o verificación de las condiciones generales de ingreso establecidas en los arts. 12 y 13 del Estatuto para el personal de la Administración Pública Provincial" (cfr. fol. 148vta. del expte. adm. citado).

ñ) El Poder Ejecutivo Provincial dictó el Decreto Número 655 el día cuatro de mayo de dos mil once en el que designó a partir de esa fecha al Señor Fernando Castellano en el cargo vacante de Jefe de Área de Inclusión Social en Transporte de la Subsecretaría de Transporte del Ministerio de Obras y Servicios Públicos. En los considerandos de dicho acto administrativo, el Señor Gobernador, luego de mencionar las distintas instancias cumplidas en el concurso en cuestión, señaló: "Que deducidas observaciones por parte del concursante Fernando Castellano, el Tribunal del Concurso se pronuncia sólo respecto de las cuestiones atinentes al examen escrito, confeccionando el Orden de Mérito definitivo elevado a consideración del suscripto. Que, ante el requerimiento efectuado por Fiscalía de Estado respecto a inconsistencias en los dictámenes elaborados por el Tribunal, se pronuncia sólo uno de los miembros, reexaminando los antecedentes en cuestión e interpretando pertinente la modificación del puntaje asignado a los concursantes a la luz de lo analizado, lo que da lugar a una rectificación del Orden de Mérito originario; criterio al que adhiere el mencionado Organismo Asesor por encontrarlo ajustado a derecho en los términos de la Ley 9361. Que así las cosas, el primer lugar en el Orden de Mérito, habiendo superado las puntuaciones mínimas exigidas por la ley para acceder al cargo de Jefatura de Área de Inclusión Social en Transporte de la Subsecretaría de Transporte del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, corresponde al Sr. Fernando Castellano…" (cfr. fols. 150/151vta. del expte. adm. citado).

o) Finalmente, ante el recurso de reconsideración interpuesto en contra de dicho acto (cfr. fols. 2/3vta. del Expediente Administrativo Número 0171-013310/2011, que corre agregado como fol. único 170 del Expediente Administrativo Número 0451-060330/2010) fue dictado el Decreto Número 2552 de fecha seis de diciembre de dos mil once (cfr. fol. 12 y vta. del expediente administrativo citado anteriormente), en el que el Poder Ejecutivo provincial rechazó dicha impugnación con fundamento en que "…de los agravios relacionados no se puede conmover el decisorio adoptado, el cual debe ser mantenido en toda su plenitud; en efecto, el acto administrativo cuestionado se encuentra debidamente motivado, pues el mismo ha sido dictado por la autoridad competente en función de una "causa" habiéndose expuesto con claridad los antecedentes de hecho y de derecho que le dan sustento; podrá no coincidir con ellos e incluso la Administración haber equivocado en la solución al caso (que no es lo ocurrido en el sub-examine), más ello no significa que el acto sea nulo".

14.- En el contexto fáctico y normativo referenciado, asiste razón a ambos apelantes cuando defienden la legalidad de los actos administrativos impugnados, frente a las particularidades de la causa apuntadas.

En efecto, tal como surge de las constancias administrativas de autos, luego de la presentación de diversas notas por parte del Señor Fernando Castellano, quien había obtenido el segundo puesto del orden de mérito correspondiente al concurso para cubrir el cargo de Jefe de Área Inclusión Social en Transporte, y frente a la ausencia de claridad del criterio asumido por el Tribunal de Concurso para la evaluación del ítem vinculado a la idoneidad y del desempeño en cargo similar de los postulantes, la Fiscalía de Estado solicitó al mencionado tribunal un informe respecto de la valoración realizada en relación a dicho aspecto (cfr. fol. 140, expte. adm. citado).

Posteriormente, frente a la falta de pronunciamiento del Tribunal de Concurso -que peticionó la intervención de la Comisión Laboral del Ministerio de Obras y Servicios Públicos (cfr. fol. 141, expte. adm. citado)- esta última remitió las actuaciones a la Subsecretaría de Transporte a los fines de que expidiera un informe en respuesta del requerimiento formulado, el que fue emitido por el titular de dicha repartición -integrante del Tribunal de Concurso- quien sostuvo que correspondía la modificación del puntaje de los examinado y del correspondiente orden de mérito (cfr. fols. 143/147vta., expte. adm. citado). 


En dicho informe se observó que "…no se cuenta en los presentes actuados con instrumento legal que acredita la designación de cargo y/o la función del concursante Sr. Martín Pablo Cáceres como responsable del "Sector Pases de Discapacitados y Pasajes Oficiales", es decir de los mismos debe considerarse que durante los años 2003/2005, se desempeñó como "Jefe de Sección de Vehículos de Tránsito (06-030)" no habiendo quedado demostrada la doble función declarada durante ese período" (cfr. fols. 144/145, expte. adm. citado).

Ahora bien, como al momento de inscribirse para la selección, el actor invocó haber desempeñado dicho cargo o función (cfr. fols. 3 y 18 del formulario de inscripción incorporado a fol. 7 del expte. adm. citado) -extremo que, aunque finalmente no pudo acreditarse con el instrumento legal correspondiente, fue considerado por el evaluador-, el mentado informe concluyó que "…correspondería una valoración diferente en virtud que existirían elementos de mérito que lo fundamentan, los cuales surgirían de falta de claridad en la información presentada por el concursante, que considera indujeron a confusión al Tribunal de Concurso…" (cfr. fol. 145, expte. adm. citado).

Con sustento en las consideraciones transcriptas, emitió el pertinente dictamen la Fiscalía de Estado (cfr. fols. 148/149 del expte. adm. citado), en virtud del cual se dictó el acto base cuestionado en autos.
15.- A tenor de lo expuesto, se exhibe acertada la actuación administrativa objetada, ya que el Poder Ejecutivo no procedió de manera inconsulta ni mucho menos arbitraria. Por el contrario, con fundamento en el dictamen técnico jurídico de la Fiscalía de Estado que, luego de analizar las vicisitudes del proceso concursal, la inconsistencia de la evaluación y la ausencia de los informes aclaratorios solicitados al Tribunal de Concurso y la falta de acreditación de los datos referidos a la situación estatutaria del actor consignados en su declaración jurada -entre otras circunstancias relevantes- consideró ajustado a derecho reexaminar los antecedentes de los concursantes -lo que daba lugar a una rectificación del orden de mérito originario, y designó a Fernando Castellano -tercero coadyuvante- como Jefe del Área de Inclusión Social en Transporte.

Como es sabido, la Fiscalía de Estado tiene a su cargo el control de legalidad de la actividad administrativa, de modo que si el Poder Ejecutivo no participa de la opinión técnico jurídica que dicho órgano le propicia en aquellos asuntos donde se requirió que dictaminase, deberá fundar su decisión de acuerdo a derecho, bajo pena de nulidad (cfr. arts. 1, 11 y 13, Ley 7854, t.o. Dto. Nro. 360/14). 
Consecuentemente, si la Fiscalía de Estado advirtió una deficiencia en el otorgamiento del puntaje asignado por el Tribunal de Concurso, no podía consentir esa manifiesta ilegalidad sin propiciar su corrección -lo que implícitamente significaba, la modificación del orden de mérito originario- ni el Poder Ejecutivo, soslayar lo aconsejado por el órgano consultado.

La intervención de la Fiscalía de Estado se inscribe en el pleno ejercicio de sus atribuciones, ya que si bien los órganos de control de la Administración o los jerárquicos superiores no pueden sustituir este margen de discrecionalidad relacionado con lo técnico adoptado por los tribunales o comisiones de concurso "…es posible el control de los aspectos vinculados con el procedimiento, motivación y los demás vicios de juridicidad, en los supuestos de grueso error de apreciación, omisión de valorar aspectos trascendentes, evidente desproporcionalidad o irrazonabilidad, probados…" (vid. de mi autoría, Administración Pública, Actividad Reglada, Discrecional y Técnica, Lexis Nexis, 2006, Buenos Aires, pág. 276).
El preventivo control de legalidad realizado por el órgano administrativo que impide la concreción de un acto viciado, lejos de merecer un reproche, debe ser valorado como un modo efectivo y eficaz de tornar jurídicamente viable la actuación del Estado.

En efecto, no es dable consentir que el Tribunal de Concurso omita efectuar un examen minucioso de los antecedentes y aptitudes de los aspirantes y soslaye la obligatoriedad de fundar el dictamen -el que deberá contener la valoración detallada de los títulos, publicaciones, trabajos científicos y profesionales, entrevista personal, prueba de oposición, así como el orden de mérito para los cargos objeto del concurso-. Por el contrario, es dable exigir que se expliciten acabadamente los criterios objetivos utilizados para calificar los datos adjuntados en el proceso de selección (cfr. doctrina de Fallos 327:2678). 
16.- En las condiciones descriptas, no se observa en autos una sustitución de las facultades otorgadas a los órganos técnicos, sino que, frente a la falta de contestación de los cuestionamientos formulados al Tribunal de Concurso con relación a las posibles irregularidades detectadas, el Poder Ejecutivo, en ejercicio de su facultad de avocamiento, modificó el orden de mérito y designó en el cargo de Jefe de Área de Inclusión Social en Transporte al Señor Fernando Castellano, para lo cual tuvo en cuenta no sólo el informe presentado por el Subsecretario de Transporte, sino también el dictamen de la Fiscalía de Estado, tal como surge de los considerandos del decreto impugnado (cfr. fols. 150/151vta. del expte. adm. citado).

Al respecto cabe recordar que, tal como explica Cassagne, la avocación es una institución que proviene de la potestad jerárquica y que consiste "…en la asunción por parte del órgano superior de la competencia para conocer y decidir en un acto o asunto que correspondía a las facultades atribuidas al órgano inferior"; se trata de una técnica que hace a la dinámica de toda organización y que, por lo tanto, tiene carácter transitorio y para actuaciones determinadas. Su fundamento radica en la conveniencia de armonizar el principio de la improrrogabilidad con la celeridad y la eficacia que debe caracterizar en ciertos casos a la acción administrativa (cfr. CASSAGNE, Juan Carlos, Derecho Administrativo, Tomo I, 8° ed., Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2006, págs. 262/263).
Conforme explica González Arzac, si el superior puede revocar los actos del inferior una vez dictados, "…nada debe impedir que se avoque al conocimiento de los asuntos cuando razones de celeridad aconsejen suprimir instancias" (cfr. GONZÁLEZ ARZAC, Rafael M., "La competencia de los órganos administrativos", en: ED 49:887).
En nuestra provincia, la Ley de Procedimiento Administrativo Número 6658, luego de establecer que todas las actuaciones deberán ser iniciadas ante el órgano administrativo competente (art. 2), dispone que: "La competencia de los órganos administrativos será establecida por la Constitución de la Provincia, las leyes orgánicas administrativas y los reglamentos que dicten el Poder Ejecutivo y las entidades Autárquicas, cuando estuvieren facultadas. La competencia es irrenunciable e improrrogable y será ejercida por los órganos administrativos que la tengan atribuida, salvo los casos de delegación, sustitución o avocación previstos por las disposiciones normativas pertinentes" (art. 3, subrayado agregado).

Asimismo, aún aquellos autores que entienden que la avocación no procede en aquellos supuestos en los que la competencia del inferior le ha sido atribuida en razón de su específica idoneidad, admiten su legitimidad cuando el inferior rehúsa realizar el acto o lo omita y ello pueda causar un daño que no se evitaría de otra forma (DIEZ, Manuel María, Derecho Administrativo, Tomo II, Bibliográfica Omeba, Buenos Aires, 1965, págs. 37/38), supuesto este último que aconteció en autos ante la negativa del Tribunal de Concurso de pronunciarse sobre los puntos cuya falta de claridad fue advertida por la Fiscalía de Estado en forma previa a emitir su dictamen. Aun cuando se hubiere pronunciado el Tribunal del Concurso, el Poder Ejecutivo puede subsanar cuestiones vinculadas con la legalidad del procedimiento.
Cabe señalar, que si bien en dicha tarea el Señor Gobernador de la Provincia no asignó nuevos puntajes a los agentes examinados, no se advierte ni se ha acreditado en autos la irrazonabilidad de la designación efectuada, en tanto que, tal como advirtió la propia Cámara en la resolución impugnada, dado que el puntaje total alcanzado por el Señor Cáceres fue de noventa y cinco (95) puntos y el del Señor Fernando Castellano fue de noventa y tres (93) puntos, era "… altamente probable que de la nueva valoración de esta mínima diferencia (2 puntos a favor de Cáceres) resultaría que Castellano superaría a Cáceres" (cfr. fs. 143).
Si bien a criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación configura un supuesto excepcional de "arbitrariedad manifiesta" el proceder de la autoridad que en el caso de falta de unanimidad del jurado, en lugar de aprobar alguno de los dictámenes, prefiere la alternativa por él mismo elaborada y sustituye -de este modo- al jurado en apreciaciones técnicas que no le competen (Fallos 314:1234), en el subexamine se observan circunstancias diametralmente diferentes, porque el acto administrativo dictado se sustenta en la opinión técnica de uno de los jueces del Concurso -el Subsecretario de Transporte- y en la valoración jurídica del procedimiento concursal efectuada por la Fiscalía de Estado. 

17.- En conclusión, se aprecia en autos que el Señor Gobernador de la Provincia, en ejercicio de potestades jerárquicas expresamente contempladas en la Ley de Procedimiento Administrativo (art. 3) y que encuentran sustento constitucional (art. 144 inciso 18) in fine de la Constitución Provincial), se avocó a la resolución definitiva del concurso de Jefe de Área Inclusión Social en Transporte, modificó implícitamente el orden de mérito en cuestión sobre la base de los informes emitidos por el Subsecretario de Transporte y la Fiscalía de Estado ante la omisión del Tribunal del Concurso de pronunciarse en forma definitiva ante el requerimiento que le fuera formulado, y designó al Señor Fernando Castellano en el cargo concursado, sin que se haya acreditado en autos la irrazonabilidad del mencionado nombramiento.

No obstante las consideraciones formuladas, resta puntualizar que, contrariamente a lo esgrimido por la demandada en sede judicial (cfr. fs. 52vta. y 158), el Señor Martín Pablo Cáceres no fue descalificado del concurso celebrado en el ámbito de la Subsecretaría de Transporte, circunstancia esta última que no surge de las constancias administrativas de la causa (cfr. Expte. Nro. 0451-060330/2010) ni tampoco del Decreto Número 655/2011 en el que se menciona la necesidad de una "rectificación del Orden de Mérito originario" (cfr. fol. 151 del expte. adm. citado), por lo que debe ser mantenido en el segundo puesto del orden de mérito en cuestión a los efectos que pudieran corresponder, máxime si se tienen en cuenta las calidades demostradas en su participación en el procedimiento para la cobertura del cargo concursado.
18.- Por las razones expuestas, corresponde hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por el tercero coadyuvante (fs. 146) y por la parte demandada (fs. 147) y, en consecuencia, revocar el resolutorio impugnado, rechazar la demanda de ilegitimidad presentada por el Señor Martín Pablo Cáceres y confirmar la legitimidad de los actos administrativos cuestionados.

19.- En cuanto a las costas, corresponde sean impuestas por su orden en todas las instancias por cuanto, dadas las particularidades de la causa, el actor pudo creerse con mejor derecho para demandar y recurrir (art. 130, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, Ley 7182).

Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
Corresponde: I) Hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por el tercero coadyuvante (fs. 146) y por la parte demandada (fs. 147) y, en consecuencia, revocar la Sentencia Número Ciento cincuenta, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintinueve de octubre de dos mil trece (fs. 123/145).


II) Rechazar la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad interpuesta por el Señor Martín Pablo Cáceres (fs. 1/5) y confirmar la legitimidad de los actos administrativos impugnados.

III) Imponer las costas de ambas instancias por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, Ley 7182).

IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Agustín A. Traversaro  -parte actora- y Juan Pablo Agüero Piñero -tercero coadyuvante-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) y en el treinta y dos por ciento (32%), respectivamente, del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.


Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:

I) Hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por el tercero coadyuvante (fs. 146) y por la parte demandada (fs. 147) y, en consecuencia, revocar la Sentencia Número Ciento cincuenta, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintinueve de octubre de dos mil trece (fs. 123/145).


II) Rechazar la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad interpuesta por el Señor Martín Pablo Cáceres (fs. 1/5) y confirmar la legitimidad de los actos administrativos impugnados.

III) Imponer las costas de ambas instancias por su orden (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, Ley 7182).

IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Agustín A. Traversaro  -parte actora- y Juan Pablo Agüero Piñero -tercero coadyuvante-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) y en el treinta y dos por ciento (32%), respectivamente, del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.
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